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Raallfsdaa estas consideraciones previa« expondremos 

ins coapatenoias que «i art, 14V, t reserva al Estado, II 

carácter toiapiej© y la variedad de técnicas utilizadas en 

dicho precepto» que utiliza da f«-raa indistinta las 

asterias o las funcione«, «conseja agrupar en téraino« 

generales la« diferentes satería« de relevancia para la 

econoaia, par» deterainar después cual es el contenido y 

la cualidad de loa poderes que asna« el Estado y que,en 

consecuMncia. quedan excluidos del inbíto autonóaioo. 

Antes d« exponer el elenco de aaterlas econóaicaa 

previstas en el texto constitucional es preciso recordar 

que el constituyente ha reservado al Estado la regulación 

de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 

todos los españoles en el ejercicio de loa derechos y en 

el cuapliaiento de los deberes constitucionales. Dicho 

precepto ha sido interpretado por el Tribunal 

Constitucional, en relación con el art. 53.1. C E . en el 

sentido de que la ley 

"sólo ha de eaanar de las Cortes 
Generales cuando afecte a las condiciones 
hasleas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de sus 
derechos. Cuando la nora« legal, aunque 
con incidencia sobre el ejercicio de 
derechos no afecte a las condiciones 
básicas, puede ser proaulgsda por las 
Coaunidades Autanonas cuyos Estatutos le 
«tribuyen coapetencia legislativa sobre 
uns asteria cuy« legislación iaplique 
neoesarlamenta «n ano ti otro grado» una 
regulación del ejercicio de derechos 
constitucionaisente garantizados lma. 

Kl Tribunal destaca cóao dicho titulo coapetencial 

estatal tiene precisasente sentido si no se interpreta la 

reserva de ley prevista sn «1 art. 53.1 como reserva de 

ley estatal. II principio de igualdad que sanciona la 

Constitución Carts. 14 y 131.1) •• traduce «n una 

*•• Sant. T.C. d« « d a noviaatora da 1961. 
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igualdad dal «tatus .lur idico-consti tue lonai básico da loa 

ciudad«««», peto no •• un« uniformidad da posiciones 

jurídica« •« todo «i territorio *•*. 

Sistsaat«ando al listado dal art. 148,1 C, 

•neontraaos; 

lft Las »atarlas referidas a ia regulación del 

«tatú» da los d Ifarantas afántas económicos*. 

legislación civil (casas da las obligaciones 

contractual«« -derecho da la contratación), 

mercantil» laboral y propiedad intelectual a 

industrial; 

¿O. La referencia a diferentes instruaantos da 

la politic» teonosica» regiaen aduanar© y 

arancelario, sisteta nonetario divisas cambio 

y convertibilidad, hacienda general y deuda dal 

Estado, 

Ja. 11 bloque foraado por diferentes sectores da 

la actividad eeonóaica, dt nuy distinta 

naturaleza y antidad económica ooaarcio 

exterior; crédito, banca y seguros, pesca; 

aarina aarcantt; transportis; amarla y sector 

energético, aontas, aprovechaaientos 

4a Un grupo constituido por infraestructura y 

provisión da Dianas y servicios da interés 

general o qua exceden dai territorio 

autonómico: puertos, aeropuertos, espacio 

iáiou, wEKéüs» tal#d¿fiunicac¿¿n. cat; les y 

radio, conunicaciones, aguas, energia 

eléctrica, obras públicas y estadísticas; 

5a Una materia da carácter muy general y 

*•* Vid. CáMO* J.L.: CoJitanido y alcance da ia 
coapetencia dal Estado definida en al art. 149.1.1 da la 
Constitution", ••l.D-C. iiit.t» y Ol OTTO, I.: Los 
derechos fundasentalea y la potestad noraativa da las 
Coaunidadas Autónoaas en la jurisprudencia dal T.C. ', 
• . w*-̂ .f I*. 1984, 10-11, pág. 
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horizontal: i» plan if icmoion iworal do la 

actividad oeondaica. Posterioraento 

analizaremos esta ultima tl« forma d« ta liada1**. 

li primor problema que s« plantea •• saber que dabo 

entenderse por aatoriaa. oo doeir cual os el criterio a 

útil liar para conocer el contenido do una aatorla, 

cuestión imprescindible ya que la asteria te uno do ios 

elementos integrantes de ia coapeteneia*11», SoOre oota 

*•« Hemos incluido #n la relación de sectores oeonoaieo 
el comercio exterior» pero no »o puode olvidar ol 
carácter horixontai del mismo ya que incide mn todos loo 
sectores cuando se proyectan ai oxtorior de nuestras 
fronteras.. lucha cuestión ha planteado algun conflicto do 
competencias en relación al turisao. In este sentido el 
T.C. na puesto d# relieve que "la iaportancia do los 
ingresas que i» actividad turística proporciona a la 
economía nacional procedentes de ia dmmmnri« Mttrior. 
convierten sin duda el turismo en una de las partidas ais 
significativas dentro de la üaiaiua ttllfflBt» Por 
consiguiente la promoción exterior del turismo adquiere 
desde esta perspectiva una dimanaion que la situa dentro 
de la coopetencia estatal del 149.1.1U CM. Fero ello no 
debe llevarnos a una interpretación expansiva de este 
tirulo que permitiera absorber bajo el, COBO competencia 
estatal, cualquier medida, por roaota que fuera, en el 
comercio exterior turístico, vulnerando con ello las 
competencias estatutarias (Sont. 125/1984, de "¿0 de 
diciembre F&.Jo.. la). 

4oa Esta cuestión na sido especialmente discutida en la 
doctrina italma, Gizzi, flttüu&lc a* üintLQ hBgionftlc» 
Milan, 1S?S; VIROá, Probioai iegioiativi o 
mterpretativi nolla definizione dolió materie di 
coapetenze legislative dello Stato dolió Region i , l a m 
UM» 1971, III; PALADIN, L.: Probieai legislativi od 
interpretativi nolla definitions dolió matene di 
conpeienzi regional*"*, fgrr? .ill• . \$7l. III, p*f- 3 y 
ss., «OLLA: "La deterainazione dolió matene di 
coapotonza regionale nolla giurisdizione costituzíonale' , 
Lfi RtÜQfti, 1S82, 1-2, pigs, loo y ss. Dicha probloaitioa 
lato on los diferentes plonteaaientos entorno al tosa do 
las competencias implícitas y/o conexas. La falta do 
contornos nítidos y do precisión de determinadas 
materias, fundaaentó la recoaendación do la Comisión 
OXAfilií sobto la necesidad do proceder a transferir 
complejos orgánicos do matenaa. Una roforoncia a dicha 
propuesta on PALADIU, L. y BASSAWINI, F.: "II nuovo 
traoferiaento dl funzioni statali alio Region i o 
1 attuazione dolía legge 382 secondo lo proposte dolía 
Coaissione GIAHHINI", Le Regioni, 1978, 4, 638 y ss. Un 
ejemplo da las conaocuoncias prácticas que coaporta ol 
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cuestión voleáramos posteriormente ml anal tsar ti« forme 

•aparada las distintas competencias de conten Adg 

•cononico. 

señalada« ins Baterías indicaremos ios poderes que 

aobr« las mismas la Constitución reserva a los órganos 

céntreles del Untado. II sisteaa seguido en «i art. 148.1 

dotar de contenido, «1 definir una materia en un sentido 
u otro lo constituya la artesania. Las Heg iones Italianas 
no ostentan competencias en materia da industria; asi, se 
ha procedido a ampliar »1 contenido da la materia 
ert«ssnla. equiparándose «n la actualidad, en dicho pais, 
con ia idea de pequeña y mediana industria. Cf. A.A.V.V.: 
r'inanziamenti agavolati per 1 artigianato, Hilan» 1984. 
an relación al ordenamiento español, . HI1I0Z MACHADO, op. 
cit., pig. 371. Un resumen de las reglas interpretativas 
elaboradas por «1 Tribunal constitucional para resolvar 
ios problemas planteados en TORMOS, J.: op. cit. pig. 
IJU. Cf. S.T.C. m/imZ, de 30 de junio, "la materia como 
concepto jurídico relevant« para definiciones 
comp«tendales, se erige en una de las lineas principales 
del sistema competenciai". Al problema de la distinción 
entre los términos 'competencias y materias se habla 
referido ya SALAS, J.: "El tema de las comptencias; 
instrumentación de las relaciones entre el Estado y la 
Administración local desde la perspectiva territorial", 
en la obra colectiva dirigida por MARTlti RBTUKTILLO. S.: 
Descentralización administrativa y organización política, 
Madrid 1S74, pig. 3UU y ss., "por materia de una 
competencia entendemos el objeto sobre el que incide una 
potestad atribuida por el ordenamiento Jurídico a un 
sujeto publico, objeto que en último término equivale a 
una situación o a una actividad, sean estas propiamente 
jurídicas o simplemente materiales (pég.322) y, en la 
misma lina« argumental. TüHNOS. J,, Las coapetencias de 
la Generalitat de Catalunya , I.E.V.L., 1880, 205, págs. 
81 y ss. ¥id. también S.T.C. 125/1984, de 20 de julio 
(f.Ja-la): las noraas constitucionales y estatutarias 
relativas a ls distribución de competencias clasifican la 
realidad social en materias para ordenar aquella 
distribución. Los conceptos de materias alli recogidas 
poseen en ocasiones un inevitable grado de 
indeterminación y es frecuente que una materia tenga 
dimensiones clasiflesbias dentro de otro concepto 
material y enea,, ab lea en otro titulo coapetencial . Un 
análiais de los diferentes tipos de coapetencias 
reservadas al Istado en el art. 149.1 CE., en GAKCIA DI 
ENTERRIA, 1,: "La significación...,' en op. cit., págs. 
153 y ss. y anteriormente en R.E.D.C., 1982, 5. Sobre la 
utilización polivalente del tiraino coapetencias 
excluaivas, vid. BLASCO,A.: "Sobre el concepto de 
coapetencias exclusivas R.E.D.A., 1981, 19, paga. 307 y 



C.t, •• ordsn* <•« tras diraecion«». 

Por «na part« sa enusmran una« «stariss sin hacer 

referencia migun« a un tapo da función an concreto. In 

eat« caso tod« ia «»term y todas las funcionas que 

puedan ajarcarsa «obra alia (normativa y ejecutiva) son 

coapetencia estatal, as lo qua ocurra en relación a ios 

diferentes instrumentos da politics económica «numerados, 

faro «ata referencia a »atarías sin precision de 

potestad»« se realiza también en otros supuestos en ios 

que en cambio se delimita la «atería por razón da su 

incidencia en el interés general o en otros astutos 

territoriales «aeropuertos, puertos» carreteras,..). 

for otra parte» en determinados supuestos la propia 

referencia a la satería incluye la función legislativa ya 

que el contenido de la satería se refiere a un sector dal 

ordenamiento, a un conjunto normativo clssifloado según 

disciplinas jurídicas (laboral, mercantil.,.! *•*. La 

*•* gl Tribunal Constitucional se ha planteado ya el 
prob lena relativo a que debe entenderse por laboral o 
mercantil. asi, partiendo de la idea que seria 
"arriesgado y previsiblimente sujeto a ulteriores 
•atizaoiones que intentáramos la formulación de alguna 
regla con vocación de generalización", ha indicado que 
"la calificación da laboral en cuanto referida a 
institutos Jurídicos referentes al trabajo por cuenta 
ajena no •• sigo que fundadamente pueda incluirse en 
zonaa inciertas o dadas al equivoco iS.T.C. 39/1862). 
Sobra ai ámbito de ls legislación civil y especialmente 
en al qua nos interesa, el derecho da ia contratación (y 
raginen de responsabilidad), Vid. la delimitación operada 
por al Tribunal Constitucional en relación a la materia 
de competencis autonómica» defensa de los consumidores, 
en ia S.T.C. 71/1962, da 30 da noviembre (especialmente 
Fos. Jos. I¿a a iSpJ. La necesidad da interpretar la 
asteria "legislación mercantil da acuerdo con el sarco 
constitueionsl de forms qua no ss produzca un vscisdo de 
ls competencia legis1stivs da las C.C.A.A. en 
deterainadaa materias ha sido puesto da relieve por parta 
del Tribunal Constitucional. "Sin pretender ahora sentar 
afiraacionea de carácter general, dado que sólo el 
análisis del caso concreto nos permitirá llagar a la 
conclúaion adecuada, si podeaoa afirmar qua en principio 
no as adaiaibla una interpretación que conduzca a vaciar 
da contenido ls competencia legialativa da la comanidsd 
en matari« dm cooperativaa que hay que entender la viene 
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raf«raneta a la funció« noraattva *•• an la ami Inicion y 

atribuida por el estatuto... Conclusión a la qua conduce 
la interpretación sistemática da ios preceptos da la 
.onstitu». ion y el Estatuto situado en «l narco 
r.nbtiuo.ünsí y que wrest; indi—as—cuiiqmar .poiicían 
doctr uní, . , ya que ei interprete ha de situare« en ai 
contexto émí orüonaaiento vigente" Cffi Ja ¿a S.T.C. 
/2/1883. da ¿8 de julio;. 
Conatdarando otra tacata dal problea« relativo a la 
delimitación dea Uerecho mercantil. la cuestión quizas, 
•as compleja «n la actualidad resida en los supuestos da 
utilización de institucional da yarecho publico qua 
comportan una modulación da las instituciones cía Derecho 
privado, faraca difícil ©parar en la actualidad con una 
division tajante entre Daracho publice y Derecho privado 
de la eccnoaia, tai y COBO ponan da rallava los enfoque« 
aetodoiógicos reciente«. Vid. an la literatura italiana» 
la obra colectiva dirigida por GALUANu, F., Tratatto dl 
a 4 a iiiA.li..lfa IB- . .̂ ..«... JajtyBHwl TÉtJa*»!«. A J I . a > . • W..«. miim. le\iaW.»JMi»JMaw^^ nnlattW - Mt • • «fa ai^MjttítmÈmmmmmMmm * 

fadova, in//; o en la literatura alaaana MÜCH, i,: 
tfgrcado y ¿¿ervcho. trad, espartóla, iaroelons, 1885. lata 
es el supuesto planteado en el conflicto da coapatanciaa 
que resuelve la S.T.C, da l« da novieabre de 1881. Coao 
el propio Tribunal pone da relieve, "toda la actividad 
económica y dentro de ella la actividad, que en el 
sentido aas aap lio podaaos designar coao actividad 
aercantii aparece disciplinada hoy an las sociedades que 
siguer el aodelo da la econoaia da aereado, por un 
conjunto dt noraas en donda sa mezclan de asnera 
inexplicable el derecho público y ai derecho privado' . 
rero constatada asta situación noraativa el T.C. entiende 
que "sea cual fuera al criterio qua sa adoptase la 
legislación aarcantii habrá da incluir en todo caso ia 
regulación da las relacionas juridico-privadas de los 
empresarios mercantiles o coaarciantas an cuanto talas" 
(Ffi. Ja. 3a). bicha perspectiva no es coapartida por la 
totalidad dal Tribunal» mn ai voto particular sa aceptan 
intervenciones administrativas da las O C A . A. para iu 
dafanaa dal orden publico econóaico, "ia imposición da 
una obligación da contratar o da una contratación forzosa 
no atonta oontra el principio da libertad da aaprasa 
cuando tiene por objeto pracisaaanta defender a los 
pequertos eapresar ios privados, coao eapresar ios libres y 
dar transparanoia al aereado en qua sa aueve . Una 
critica ai rasonaaianto aayoritario «ancionado en 
BASSOLS, M.: "Las coapatanciaa legialativas. , pags. 
174-175. kl aiaao problaaa sa ha planteado an al 
ordenaaienco Jurídico italiano, PALADÍN, L. : tiiritto 
I«aian«i«. Padova. 1878. paga,. 78-79. 

*•• Coao ea bien sabido« al téraino iegiaiación ha sido 
interpretado por al T.C. an al eentido da noraación, es 
decir abarca toda ia función da regulación» 
indapandiantaaanta dal inatruaento noraativo utilizado. 
"Si partiaoa da qua al vocablo Iegiaiación cuando sa 
utiliza an al art, 149.1 C.B., coao precepto referencial 
para preaervar al Eatado toda ia legislación rafarida a 
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regulación del statu« y turmas ém la actividad 1« ¡UÜ 

agente« «cono«icus Ü« fundasenta «n «i pap« i ae ¡us 

podare« publico« an aate astuto. La intervención estatal 

e*~ Uaitada ya que a« Jingo uní a y exclueivesente a 

datera mar «i «arco jurídico, a diseñar las regia« del 

juego. La Édaioiatraciéfi nu interviene povterioraente en 

tanto qua poder publico y «i lo nace •• con un carácter 

muy limitado; su función as de aera ejecución da 1» lay, 

•n «i »«ntido «as r«stnctivo d«l térsino, «jerciendo 

función«» da caractar judicial» organizando y 1lavando 

tos diferentea registro» creado« al afecto (propiedad 

industrial • intelectual; *•• 

Solamente cuando la administración interviene an 

tanto que personificación del interés público, dotada da 

«•pilos podares, la Constitución prevé COBO competencia 

la ejecución y por »lio posibilita qua la ejecución da i i 

legislación laboral pueda ser atribuida a las Comunidades 

Autónomas111"*. 

una materia» es *n su acepción aatar\»,.i y no en la 
torna i. constreñida a las layas» en la «capción de noraas 
que «aanan de quienes ostentan el poder legislativo, o de 
quien«» por escape ion o por delegación» pueden producir 
noraas con valor de ley, comprendiéndose taafcitn ios 
reglamentos da desarrollo eoapleaantarios o integradoree 
de la ordanacién de que se trata', 5.T.C. 71/1982, de 3U 
da novieabre, (Fa.Ja.8a), que recoge la doctrina de la 
S.T.C. 36/1882. de 30 de julio, "la jagigiacian uuayrcnüe 
loe r»fli..ntn« y | o a de desarrollo no están dentro del 
aabito coapetenciai autonómico . ir.Julttr Sobre esta 
cuestión y siempre an asteria laboral, vid. S.T.C, 
18/1982, da 4 da mayo y 35/1882» da 14 da junio. La 
priaara sentencia es deatacable en cuanto precisa que no 
están necesariamente incluido« dentro del concepto de 
legislación ios reglaaentos refendoa a los aspectos 
organizativos en tanto no constituyan un coapleaento 
necesario de la ley (Fa.«ftt.4a). lata últiaa sentencia 
daiiaita las coapatanoiaa aatataiaa y autonoaicas en 
relación a la organ i«ación da un lagistro Público 
partiendo da la distinción entra aspectos aateriales o 
sustantivos y aapectoa foraalea (Fas Jo»- 8a,«a.10a,1 la). 

*•* ¥id. S.T.C. 3S/1S82» da 14 da junio (isa. Jaa. to. a 
lia). 

«••"* tn al áabito da derecho privado (civil y aercantil) 
la Adainiatración no interviene an tanto que podar 

http://Fa.Ja.8a
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r'maléente encontrsao« todo un conjunto de supuestos 

en el que •• «stableca un reparto de funcione« «obre las 

aatertas de loras qum mm reserva al astado ia formulación 

de las beses o algunas funciones expresas tiles eoao la 

coord m a n »on11**. Les asterias ais significativas son 

publico, investida de sus prerrogativas sino que actúe 
«oiaaente coao agente, coa© sujeto del tráfico jurídico 
privado. La distribución de coapetencias diseñada en el 
texto constitucional es entre poderes públicos y, por 
ello, debeaos toaar en consideración las das funciones 
que caracterizan los dos poderes públicos #;i cuestión (ya 
que el poder judicial está al «argen del reparto 
coapetencial), legislar y ejecutar o adainistrar. 
independientemente de las funciones ais concretas o 
especificas que respectivaaente realizan. Vid. sobre la 
necesidad de «anejar un concepto aaplio de "legislación" 
y "ejecución' it S.T.C. lö/1882, de 4 de aayo. 

*•• La doctrina y jurisprudencia sobre el contenido de 
las "bases" «s auy aaplia y variada en sus 
posicionaaientos. Las sentencias ais relevantes son las 
siguientes. S.T.C. 4U/1981, de 28 de julio (pluralidad de 
desarrollo noraativo), 1/1982» de 28 de enero moción 
•aterial), 25/1983, 7 de abril (aaterias básicas), 
11/1984. de ¿ de febrero, 42/1983, 20 de narzo, .33/1984, 
9 de sarzo (incluye no. is de rango infralegal), 24/198Ö, 
de 21 de febrero (adaiu actos de ejecución), 179/1985, 
19 de dicieabre. Un giro en la doctrina del alto Tribunal 
se apunta en la sentencia 137/1988 de 8 de no/ieabre, 
coaentada por AJA,i. en B J C . 1988, n¿ 6?, pig. 119U y 
ss , y se perfila con aayor claridad en las S.T C. 
49/1988, de 23 de marzo y 48/1988, de 22 de narzo. En 
estas santanoias se daliaita la noción de bases en torno 
a loa aspectos de la aateria regulados. Asi, el contenido 
de las basas será «as aaplio cuando se regulen aspectos 
da la actividad de los sujetos en cuestión y ais estricto 
cuando la regulación verse sobre cuestiones de estructura 
y organización. Este es el criterio que el tribunal habla 
utilizado para deslindar la eoapetancia legislativa sobre 
cooperativas de is coapeteneia sobre legislación 
aercantil. Otro giro iaportants se aprecia en la S.T.C. 
89/1988, 29 de abril, donde se considera que, 
transcurrido un periodo transitorio, la foraulación de 
las bases debe mstruaentarse en principio sediente ley, 
retoaando ai concepto foraal que habla sido el apuntado 
por la priaera doctrina, juato después de la aprobación 
del texto constitucional. 
Aparta da loa trabajos ya citados da carácter general, 
fid. SALAS,J.: Estatutos da Autonoaia, layes básicas y 
layas da arson i sae ion", an vol, col: UrganizaciQn 
territorial dgi Estado (Cosunidades Autónoaas) vol. I, 
pág. 83 y as.; BLASCO, A.: Horaas báaieaa estatales y 
leyes de deaarrollo da las Coaunidedea Autónoaas", 
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crédito, banca y seguros (relevantes por el carácter 

horizontal de dicho sector en relación ai conjunto de la 

actividad economía), planificación general de la 

actividad economic*, regimen minero y energético y bases 

de las obligaciones contractuals«, iñosterioraente 

volveremos sobre ia cuestión del contenido de las bases. 

ai «argen del esquema disertado en el art. 14». I C.£. 

ye encuentra el reparto coapetencial de la aateria 

tributaria y fiscal. Dicha cuestión incide en un teas de 

carácter estructural: el sisteaa de financiación de las 

C.C.A.A.. La Constitución reconoce el poder tributario a 

las C u A A , al prever en el art. 133.2 que éstas podrán 

establecer y exigir tributos de acuerdo con la 

Constitución y las leyes. Al disfrutar de capacidad 

legislativa esta potestad 'tiene una naturaleza 

estatal***. La Constitución establece una limitación 

k.E.D.A. 1982. 33. págs.. 3ÜÜ y ss., ALBERT1, K.: "Leyes 
medida y distribución de competencias. Un paso mas en la 
interpretación extensiva de las bases normativas en la 
jurisprudencia constitucional', R.E..D..C. . libo, 18, pags. 
141 y ss. , BAYONA, A.: "La evolución del concepto de 
competencia básica en la doctrina y la jurisprudencia 
constitucional", B.H..D.A. . 18«o, 45, ITXBBARRIA, L.B.: 
"La coapetencia estatal sobre las bases y su proyección 
jurisprudencial sobre actos de ejecución RTV.A.F.. 1985, 
13, págs. 28a y ss., ESTEVE, J.: bases estatales y 
coapetencia de ejecución (coa. S.T.C. 7 de abril 1983)" 
R.E.D.A. 1983, 39, págs. lo y ss. Vid. una exposición del 
concepto de bases según la jurisprudencia constitucional 
en el inforae presentado por TONAS y VALIENTE, a la IV 
Conferencia de Tribunales Constitucionales Europeos, en 
« M E a M a M e M B a a » ^ ii. i ii SumUmAiíMJKJMdmEmmmm ...i—<L ••••• OMiiiMiMItJaAMadiíJBMtt 

territoriales, Madrid, IS«5, págs. ISO y as., publicado 
posterioraente de forma separada en El raparto 
IsJ Is laa l ipJaOaJUj^^ » inieVaav n ..».•••dJUBihefcAsM^ •»•••• eVe» aaiaiils*lJJeVaW 

l'ona titueional, Madrid, 1988. 

*•• La distribución del poder estatal en dos niveles 
territoriales es un elemento estructural del aodeio de 
estado coapuesto. Sobre la naturalesa estatal de las 
Comunidades Autónoaas, ALBERTI, I., en la obra colectiva, 
SlltfJH .Jurídico...» Pág. 80; PAREJO, L. utiliza una 
terainologie diferentes, articulación del gobierno sobre 
do« centros políticos, dotados cada taño de sus esferas de 
acción propia"..., sistema de gobierne en dos niveles 
territoriale«", en Situación y perspectivas del Estado 
autonóaico: el papel central de la política econoaica' , 
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•speclMca al ejercicio de» poder tributario por las 

C.C.A.A. al indicar «i art. Ld/.¿ qua no podran en nir.gun 

caao adoptar aedidaa tributarias sobra bienes situados 

fuera de su t.rrnt.<>r¿» u que supongan obstáculo para la 

libre circulación de mercancía« o servicios, Precepto 

innecesario ya que su contenido •• una aera reiteración 

de dos principios generales de limitación del ejercicio 

de las competencias autonómicas: el territorio y la no 

adopción de medidas que obstaculicen la libertad de 

circulación y establecimiento de las personas y bienes 

I art. WS. 2 CK. >. 

La mecánica d»i sistema de reparto competencia1 en 

materia financiera no se agota en la Constitución y los 

estatutos de Autonomía, tiene su complemento necesario e 

imprescindible en una ley orgánica (art. 157.3 C I . ) . De 

acuerdo con esta habilitación la Ley Orgánica de 

financiación de las Comunidades Autónomas reduce el 

ámbito material de la autonomia tributaria al reservar al 

Estado la totalidad de las fuentes significativas tanto 

desde el punto de viata de la capacidad económica como de 

la recaudatoria (impuestos sobre la renta y sociedades). 

Esta limitación se expresa en ios siguientes términos: 

"ios tributos que establezcan las C C A Á . no 
podrán recaer sobre hechos imponibles gravados 
por el Estado (art, 8.1.). 

In cambio la misma posibilidad en sentido contrario 

tiene un tratamiento distinto 

"cuando el Estado, en el ejercicio de su 

referencia constitucional a la necesidad de respetar las 
leyes y el tratamiento de forma conjunta con las 
Corporaciones locales en el art. 133.1 y 2 CE., ha 
suacitado un cierto debat« úoctrinal sobra el carácter 
derivado o no del poder tributario. Vid, por ejemplo 
LASARTE, J.: Poteatad legislativa y poder tributario de 
las Coauntdadea Autónomas . MARTIN QUERALT, J.: 
Poteatades nornativaa im las Comúnidadea Autónomas en 
materia tributaria"; FERREIRO, J.J.: "Las fuentes del 
Derecho MI is Constitución**, todos estos trabajos se 
encuentran en la obra colectiva La Cem̂ t̂ ifrataiA« y lee 
f utn t u dt 1 D trie ha, Madrid« 1979. 

el 
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potestad tributaria establezca tributos sobre 
hechos imponibles, gravados por las C.C.A.A., 
que supongan a estas una disminución de 
ingresos t mat ruñen tara Isa medidas a« 
cospensmeié« o coordinación sdeeusdas en fever 
d* la» Bisnas tart. 1.4,). 
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Oase ritas las coap« tan cms reservadas ai tat ado por 

aandato constitticionsi expondré«©« ai tratamiento 

estatutario da las materias da relevancia economies, gl 

examen d« los Estatutos da Autonoala no aera realizado de 

torna individualizada, una por uno, sino an bloque y 

agrupando las competencias según su regísen especifico 

NOB parece que el distinto tratamiento y calificación qua 

de las competencias hacen los Estatutos da Autonomia debe 

tañer consecuencias y no as posible no diferenciar donés 

el legislador estatutario ha establae-ido criterios 

distintos. El uso poco correcto del termino "»»elusivo**» 

aplicado a las competencias no puede significar sin aés 

• l abandono da todo mtanto de establecer pautas 

»xpiicativas de los diferentes criterios de 

clasificación. 

tn priaer lugar cabe considerar el bloque de 

competencias excluaivas de los Estatutos, formado por un 

conjunto de «aterías referidas a la infraestructura: 

ordenación del territorio (satería horizontal), obras 

públicas, carreteras, transportes puertos, aeropuertos, 

aguas. Junto a estas podríamos colocar investigación y 

eatadiaticas, en tanto que soporte para las actividades 

económicas. Bn estos ámbitos, según la regla del interés 

o del límite territorial, los poderes atribuidos a lss 

C.C.A.A., por regla general, incluyen todo tipo de 

funciones; coaprenden la potestad legislativa, la 

potestad reglamentaria y la función ejecutiva, incluida 

la inspección (como precisa el art. 25.2 E.A.C.). La 

fuerza innovadora de Las decisiones autonómicas es en 

principio total. Se trata da coapetencias exclusivas, en 

sentido propio» es decir que excluyen toda interveneion 

de otra instancia territorial. 

Otro grupo da coapatenciaa atribuidas con carioter 

exclusivo hace referencia a sectores econóaicos 

concretos, paro da pesa entidad: artesania, am tes. 
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pastos y aprovecha«ifntoa forestalls, pasca lluvial, 

avicultura, aar laqueo, con la única excapción de i turisao 

i'°. tn cambio el reniñen coapetenc.al de ios sectores 

•' .''jii'.Ji'. . ¿ mas relevantes ien cuanto a su peso en el 

conjunto de Us actividades económicas) es nas conplejo. 

Ün relación a la industria, pesca, «ifricuitura, crédito, 

aínas energia y comercio interior, las funciones 

atribuidas a la« Comunidades autonom»« son de desarrollo 

legislativo y ejecución, con las limitaciones que se 

derivan de las coapetencias estatales para la ordenación 

de la actividad económica« **'*, 

* #u La relevancia economics del turismo en la economia 
española y su localisation en determinadas C.C.A.á. 
explica seguramente el carácter confiictivo de dicha 
competencia, cf. S.T.C. 125/1984, de 2Q de dicieabre. 
Esta sentencia resuelve un conflicto positivo da 
coapetencia proaovido por el Consejo Ejecutivo efe la 
Gañeralidmd de Cataluña, el Gobierno de Canarias y el 
•iooiernu Valenciano. Los considerandos del T.C. son un 
fiel reflejo de la modulación del regiaen competencia! 
que se produce en las material, dotadas "da una cierta 
dimension económica . Una determinada nedida se considera 
que no tiene carácter básico dada su "escasa entidad 
económica y alcance reducido", Y la concurrencia 
imperfecta de títulos, en este caso podia jugar el 
comercio exterior, "obliga ai interprete a una tarea du 
ponderación difícilmente conceptualizatle y por fuerza 
casuística. In el caso que nos ocupa el objeto directo 
de la noraa impugnada es el turismo y los efectos que su 
ejecución pedieran producir en el comercio exterior 
serian indirectos y de escasa entidad . 

*T* No entraremos a analizar ahora las diferencias entre 
la extensión y contenido de las competencias previstas en 
el art. 10.1 y los del art. 12 E.A.C . El primero tiene 
el encabezamiento siguiente, en «1 marco de la 
legislación básica del Estado y en los térainos que la 
misas sa establezcan corresponde a La Generalitat el 
desarrollo legislativo y la ejecución de las siguientes 
asterias". El enunciado da algunaa «ateriaa incluye el 
concepto de ordenación , coao crédito y pesca. 
Poateriormente volvereaos sobra dicho concepto, solasente 
debemos indicar que la inteligencia del mencionado 
precepto haca referencia a una det«»rainade foraa da 
intervención pública. Sa atribuya unas funcionas sobra un 
deterainado sector, precisando 1« finalidad, la 
intenaidad con la que podra» ejercerse. Aunque taabién 
cabe entender qua al concepto ordenación rafárido a un 
sector daba interpretarse dentro dal sisteaa da 
distribución da competencias ooao una «atarla. Ordenación 
da la pasea constituiria una deliaitación, un aabito 



Un segundo t . >)u* i \mpetrncui :;e ritiere a is 

organización d»? ir.tfieuts •-• >opet at iv*s¡ . posjr.ns, Cañaras 

• le Unsfi'i, ¡ií.luát.rja y NMVKac; jn. ' dUarat! 4ír :a 

ir'.'UeJvl. e. ¿ pruD^m ra<íi<a t*n -'rite .ají -n la 

delimitación ae eata* s»t«?naa can otras auy prwximas en 

i»s que el astado ostenta tituiu competencia! 

l ¿eiírslacion lerjintií, basws del régimen jurídico de las 

Admm i3trac iones Pub i icas ). 

uos bstst'itjs ue Autonomía reeog«n también unas 

competencias de difícil clasificación desde «i punto de 

vi¿'.ri mat «TI a» _e trata de la prevision de una 

determinada torna de ejercer las competencias asueldas y 

f|y«f tiene especial relevancia en ei campo que nos 

interesa: la planificación de la actividad económica. El 

carácter horuontai de esta competència modula el 

ejercicio del conjunto de atribuciones **'*, 

La referncia expresa a ia planiticacvón de la 

actividad económica como competencia autnnoaica obliga a 

detenernos brevemente en dicho titulo para determinar el 

aicance v significado de su inclusion en las Estatutos. 

¿Se trata meramente de una prevision relativa a una 

determinada forma de intervención publica o se trata de 

una coapetencia de carácter sustantivo? ¿La introducción 

•n los listados competencia les reistivos a la economia 

aporta algún elemento nuevo al ámbito de atribuciones 

propio ds las Comunidades Autónomas? 

objetivo más preciso que la pesca en general. Este seria 
el significado da la distinción estatutaria entre 
competencia exclusiva en materia de pesca en aguas 
interiores y competencia ds desarrollo y ejecución en 
materia de ordenación del sector pesquero. Ista última 
interpretación es la linea seguida por el Tribunal 
Constitucional. Cf. S.T.C. 33/18S4, ds S de marso 
(fll.Jft.2ii). 

*7* PALADÍN. L destacs si carácter ds la planificación 
como método aplicable a una part« importante de las 
materias regionsles, y no como una «efei« especifica en 
ftiiifi fctQ ftgionmil» raoowai 1978» peg. 01, 

file:///mpetrncui
http://fll.Jft.2ii
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In al ©pinion, »i aargen d* habí litar actuación«« de 

conjunte» d« fundajwntar una actividad du dirección de 

;*« actividad«-« econoauca«, la prevision *xpr«s« d«i 

instituto de la planiftese ion «cunoaica coa« «ataría d© 

coap«t«ncia autoncaica munífica que mi *»,te d« ia 

coordinación r*ea« »n la Comunidad Autónoma, La función 

d# coordinación d#b« contemplarse dentro del paraaetro 

constitucional, «sp«cialaent« en al «arco d« ia reserva 

•1 Estado de la ordenación general de la actividad 

económica i«n #1 »entido que posteriormente indicar««©«}. 

faro en toda ca«c significa qu« ia« int«rv«ncion«a 

puntuales, ias decisiones concretas del astada deberán 

integrarse en ei pian da ia Comunidad Autónoma. ¿Uué 

sucede en caso de conflicto;' Paree« que ia resolucién 

deberá r««ii.-.»rs« de toma casuística» según las 

característica« del «isao y la «atería en ia que incida 

fcn iodo ,'isü el conjunto de competencia» económicas 

»signada« a ias Comunidades Autónomas y ia adapción cíe 

una parapectiva estructural que permita tonar en 

consideración no solanvnt« las atribuciones puntuales de 

una y otra instancia sino las funciones económicas que 

esta« instancias desempeñan *'* , coaporta una vision que 

privilegia lo« cauce« de articulación coap«t«ncial. en 

tanto que estos peralten la integración unitaria de las 

distinta« instancia«. En este sentido ia planificación en 

•u vertiente proc«dia«ntai tiene gran virtualidad. 

Loa Estatutos de Autonomia también preven la 

posibilidad de crear un sector publico propio, pero «obre 

**• No es lo mismo una cuestión de infraestructuras, en 
ia qu« por sus propios raagos «1 componente localizacion 
coaporta una presencia del nival regional decisiva, que 
la adopción á« otro tipo de decisiones de politic« 
económica cuya variable territorial no es tan directa e 
matad lata. 

*•« MARTIN RKTUKT1LLQ. s.: üarcchQ adainlatraUvo 
t£íuuis\i£fl> op. cit. pág, 104. 
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todo* garantizan la participación autonsstfe* an los 

difarantaa organismos. institución«« financiara« y 

••praams publica» dal Estalle fu« por su propia naturaleza 

r.v puejfii ser ot.ietc da traspaso. La torca y contenido da 

dicha participación se deterawaré por lay estatal **• . 

La inclusion de dicha fóraula da participación 

refuerza la concepción de la autonomía no COMO ¿abito de 

actuación reservado sino eoao participación (en el 

sentido apuntado en ia S-T.C de 28 de julio de 1881). 

Dicha vision de ia autonoaia despliega toda su 

virtualidad en ti astuto econóaico **• . Precisaaente sn 

*'* Dicha previsión no ha sido desarrollada todavía. 11 
único supuesto actual de participación de una CC.AA. sn 
«apresas publicas es el previsto directaaent« por ia 
disposición adicional séptiaa del Estatuto de Autonoaia 
de Asturias que establece directaaante la iforsa de 
participación. Hasta tanto no se proaulgue la legislación 
del Estado, el Principado de Asturias propondrá» de entre 
personas de reconocida capacidad para el cargo, tres de 
los Bi«abros de cada uno de los Consejos de 
Adainisirmción de las «apresas publicas Hunosa y 
Ensidesa, Dicho precepto estatutario ha sido desarrollado 
en su vertiente autonóaica por la Ley 7/l«tt3, de tí de 
octubre, de coordinación de la representación designada a 
propuesta del Principado de Asturias de ios órganos de ia 
Adaimatración de las eapresas públicas de titularidad 
estatal. La exposición de activos de esta disposición es 
auy ilustrativa para coaprender este rasgo peculiar del 
Estatuto de Autonoaia de Asturias. 

iym La singularidad de esta coapetencia en relación al 
conjunto da atribuciones asuaidas por iss C.C.A.A. reside 
•n su carácter de exponenete da la concepción de la 
autonoaia eoao participación. Erta concepción de la 
autonoaia ha sido expuesta por PAREJO, L. fiarant ia 
institucional y aut.nnnm'aa , loca lea. Madrid, 1981. La 
importancia de la participación en la adopción de las 
decisiones estatales, es un fenóneno paralelo a la 
pérdida de influencia de la legislación regional. Cf. 
ALSMTI» pp. c u . pig. 3Í3 y sa 
Coao ha puesto da rallava GARCIA TORRIS. Is 
participación estatal -a través dal INI- an el capital 
de, por ejeaplo, Aat i liaros Eapañoles S.A. t SfW%m*-mm * -
no puede aar titulo da coapetencia t iaaariuai estatal y 
manos aun rasó» para sustraer o enervar eoapatencias 
autonoBicas . lata situación fàctica mm la que explica la 
inclusión sn loa Estatútoa da Autonoaia da la aancionada 
garantía institucional. La oita da GARCIA TORKES as da su 
trabajo aencionado anterioraente, pig. 258. 
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ios supuastoa aft ios que «a ha -prsvtsto ia rite«*itfad de 

articular canal«» partivipattvo« constituyan «Jasólos 

eab lea-éticos «ia i a dificultad de oparar curtas 

territoriales an determinadas aatarias. II fcstado no 

t i«ne expr*¿anente reservada is eo«p«t#ftcia #n »atería d# 

industria p»ro en caebio Interviene da t'orna relevante an 

»liehe, sector COBO agente »acunòmioo • travas dal i.N.l. 

ti úitiao grup« coapatancisl ai ^ue nos r«f»nr#sc.s 

«?s #1 4*4* asta foraado por las competencias da aars 

tjecunon * " . La Adainistrsción »utoneaica tiana 

atribuida ia función d« aplicar la legislación astatai 

laboral - aunque los Estatutos da Autonoals reservan al 

tetado ls gestión da ios fondo» da aaplao -, da propiedad 

:nt*iartuai a industrial, farias internscionalea, puartos 

y »#r;-pu«rtws calificados da int«r«s general, y 

ordenación dal transporta cuando discurra cobra 

infraestructuras da titularidad astatai. 

El aicanca da la coapatancia ejecutiva as precisado 

en ios diferentes Estatutos d« Autonomic mi señalar que 

»*/v ¿obra al problema planteado por la disociación antra 
instancia legislativa • instancia aplieativa. Vid. áJá y 
otros; op. cit. pstf. 155 y ss. Da la construcción da 
astos autoraa podeaos señalar la caracterización dal 
node lo como da "federalitaeión da 1* ejecución ' y no 
faderalisao da ejecución (nota 2. pag. ib«), y MUÑOZ 

MACHADO, op. cit., pags, €40 y ss. . r*ars un tratamiento 
da ls cuestión, siguiendo pautas da otros ordenamiento y, 
an concreto, el sisteas de ls Ley Fundamental de bonn, 
vid. GARCIA DI ENTERRI A, 1.: La ejecución autonómica de 
la legislación del Estado, Madrid, 1983. Un análisis de 
los diferentes sisteaas de ejecución de la legislación 
federal por los Lander en ALBIRTI. E.: Faderalisao y 
Cooperación en la R.F.A.. Madrid, üb©*, pag. 85 y ss. 
Ls relevancia del principio autonoaia para discernir las 
facultades correspondientes a una u otra instancia ha 
sido puesto do relieve en Iss S.T.C. 4/11*61. de 2 de 
febrero y 6/1S62, de 22 de febrero. El significado del 
concepto alta inspección" que los Estatutos de Autonoaia 
han introducido ha sido precisado por el Tribunal 
Constitucional; S.T.C, 32/1863. de 26 da abril, 85/1864, 
de 18 da octubre. Vid. un resuaen de los diferentes 
planteaaientos doctrinales en VILA MI RAUDA; "Concreciones 
sobre ia función estatal da Alta inspección coao 
•upanr latón". i.D.P., 1OT4» 21. 
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la Adain iatracier. aut?::omica estirí sc-metida a las 

disposiciones reglamentarias dictadas por «1 Estado (art. 

'¿t. i: E.A.C ?*,*·, '.'jan Jo la competencia es Je nara 

~.'*¿'J:; :-n. «** *. itu¡3 -¿empatan'.-xal autonómico a» 

»»«uivaiante de actividad administrativa, dt gast ion da 

i«« servicios neeasarioe para 4a puesta an funcionamiento 

d« una legislación • incluya por lo tanto ios raglamentos 

òrganilativo» **•. 

ti. '¿ • ¿ • i • IM.,-XU.feltU. A LA. IMT&RffclTACiyM . JtfftiSfrftUMIfCIAL 

JÍL TEhttiWy "EASES' 

y««crito de torna sumaria al contenido da los 

prtceptos constitucionalas y estatutarios «xae-inaremos 

ahora la forma COBO ai Tribunal Constitucional ha 

interpretado dicho« textos normativo« A»O Esta 

intarpratación sa ha realizado al hilo da lo« conflictos 

**'• Como hamos «ansiado, la interpretación dal término 
legislación ha sido realizado por «1 T.C.. Sant. 5 de 
noviembre da 1981» en el sentido de incluir toda 
normación ley reglamento ejecutivo. Legislación como 
titulo da atribución de funciones a una instancia ha sido 
interpretado por el T.C. como sinónimo de regulación 
jurídica mediante normas, lo que coaporta atribuir todo 
el bloque de la normatividad en una determinada materia 
ai Estado y correlativamente excluir la potestad 
normativa de las Comunidades Autónomas. 

**• la curioso el renacimiento de la vieja distinción 
entre reglamentos juridieoi y reglamentos adi nistrativos 
para fundamentar una potestad reglamentaria independiente 
de la ley, en este caso de la ley eatatal. Sobre el 
origen de dicha distinción JESCH, D.: Lav v 
Adam ist ran inn, Madrid. 1871, pag. 180 y sa. 

*•* La función pacificadora y de racionalización de las 
controversias políticaa ea una constante en todos los 
estudios sobre la Justicia Constitucional. Vid., por 
todos, GARCÍA 01 ENTEHRIA, 1.; La posición jurídica del 
Tribunal Constitucional en al sistema •apario 1: 
posibilidadea y perspectivas , recopilado en La 
Constitución como norma y al Tribunal Constitueional, 
Madrid, 1987. 
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qm hwi ido «urgiendo; por ello dicht doctrina debe «tr 
analizad! a la lu«s de ios problema« concretos suscitado» 

La primer« cuestión suscitad« ante el Tribunal 

Constitucional fu« la relativa »1 alcance del termino 

"oases" » al s#»r dicha expresión ia piedra d« toque d© la 

trticuiacion d# ias competencias iegisittivatt entre 

Estadj y Comunidades Autónomas. Mos referíaos a ia 

función legislativa porque ésta fue desde el primer 

•emento ia interpretación unánime de ia doctrina y del 

legislador «ataláyente. Precisamente, la reserva estatal 

de ias bases tiene coto finalidad permitir ia atribución 

a las C.C.A.A. del desarrollo legislativo *•*. II 

*•» ti papel del Tribunal Constitucional en la 
delimitación de competencias ha sido destacado 
generalmente por la doctrina. Seguramente dicho rol ira 
disminuyendo segur» avance y se asiente el modelo de 
estado disenado en la Constitución. Vid. MUSOZ HACHAUO, 
3.. 'lñ jurisprudencia del Tribunal Constitucional «ocre 
las potestades legislativas de las Comunidades 
Autónomas' . R.K .Ü..A. . latí i, 30. págs. bol y ss.¿ sALAS, 
j . : "El desarrollo estatutario en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional" R. V.A.P. . 1983, 5, págs. /3 y 
si.; BLASCO, A.; "Normas básicas estatales y leyes de 
desarrollo de las Comunidades Autónomas en ia 
jurisprudencia constitucional*, K. E n p. A. r iyo*2, 34, pags. 
308 y s«. 

*•* Inicialmente además se asoció la figura prevista en 
•1 trt. 149.1 - asimilando las expresiones "bases", 
legislación básica" y "normas básicas" - con ia técnica 

regulada en el art. 150.1, la ley marco o ley de 
principios. Ista asimilación tenia la virtualidad de 
delimiter de forma precisa el contenido de la función. 
Vid. significativamente GARCÍA DE EMT1RR1A, E. y 
FERNANDEZ-RODRIGUEZ. T.R.: Curio ám Dermcho 
AdmruaUaUYQ. Madrid, Ü80, (3g, ed.); MUiOZ MACHADO, 
5• Las potestades legislativas de its LutuniflauBS 
AatáfIQMl. Madrid» 1S7S, (lg e d . ) ; esta obra constituyó 
la primera monografia sobre la cuestión. Con matices, la 
sisma postura •• puede encontrar en ARGULLUL, E.: "Los 
limites de la potestad legislativa de las Comunidades 
Autónomas*, en la obra eoltetiv* Lai fuente», op. cit., 
vol. X. Las discrepancias residían en lt articulación de 
lt relación entre bate« y dessrrollo, pero siempre en 
término« de conflicto norattivo. fid. GARRIDO fáLLA» f.. 
"II desarrollo legislativo de It« nortas basic at y leyes 
marco estatales por lt« Cotunidades Autónomas &..A• ff•» 
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contanido funcional d« la competencia estatal no plantea 

probleaas «n reiaci:n a esta cuestión, y si an esabi© an 

torno a la instrumentación normativa y extension da dicha 

bin entrar a »«»litar la evolución jurisprudencial 

sobre «1 concapto de bases destacármeos loa «i••tentos 

relavantes de la misma, ya qua incidan directamente «n la 

distribución de competencias en «atería» eeonoaica« loa. 

Por ello utilizaremos fundamentalmente el trabajo da 

AL&ükTi que conatituy« cuicas u«*a da las síntesis aás 

brillantes da la evolución de la jurisprudencia 

constitucional »obre diofti probieeatica *•*. 

Cabe destacar en priaer lugar la equiparación, an 

iitíl, 84, paga, la y ss. 

*•* algunos puntos de inflexion an la jurisprudencia 
constitucional sa originan precisamente al plantearse 
conflictos da naturaleza económica, aunque las Baterías 
aparentemente an discusión no sean de indole económica 
coB3 por ejeaplo S.T.C. 32/1883, de 28 da abril y 
42/11*03» da 20 da sayo (registro sanitario da aiimer tos;, 
24/1H85, de 21 da febrero (ampliación instalaciones 
Petronor). ETXEbAKHlA AKIZNàMàlKlTà, Lt.. La 
competencia estatal sobra las basas y su proyección 
jurisprudencial sobra actos da ejecución", M.V.A.P., 
1885, 13, pig. 295 y ss. Según esta autor 'la 
jurisprudaneia constitucional sa ha mostrado sucho aás 
sensible a una garantia da uniforaidad noraativa en los 
sectorea «ateríales supuestamente aas comprometidos con 
«1 principio ds unidad, en las coapatancias económicas . 

*** áLBERTI.E.: Layas medida y distribución da 
coapatancias: un paso ais en la intarpratación extensiva 
da las "basas normativas an la jurisprudencia 
constitucional (Comentario a la aentencia del Tribunal 
Constitucional 178/1885, da 18 da dicieabr«), R.E.D.C.. 
1888, 18, pá. 141 y ss. Dicha evolución ha sido 
estudiada an multiples trabajos, BAYONA, A.: La 
evolución dal concepto da eoapataiioia básica an la 
doctrina y jurisprudencia constitucional", R.E.O.A.. 
1985* 45, paga. 31 y aa, BLASCO, A. Morsas básicas 
eatatalea y layas da deearrollo da laa Comunidades 
Autónoaaa «ti la Jurisprudaneia constitucional*, 1,1-1-A.. 
1882, 34, pigs 308 y aa; ETXEBARR1A AK1ZHABARBETA, L.E. 
citado an la nota anterior; ESTEVE PARDO, J.: Sobre al 
ejercicio 4« la potestad legialativa coapartida", 
IJJiJL* 1883, 37, págs. 18S y as.; LOPEZ BENÍTEZ : 
"Layas báaicaa , 8 l.A.L A 1987, paga 235-236. 
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cuanto al eontsitido funcional, de la« expresiones 

'legislación babied , "nora«« tecleas", "base« y 'basts 

d« la ordenación *, d« forma int »n ia doctrina del 

tribunal Constitucional equivalen al mismo titulo 

coapetencxal. Dicha linea jur isprudanciai parece difícil 

dt mantener ya que no podeaioa olvidar que la propia 

Constituoion distingue *••. 

*•• Mi uso de termines diferente« es considerado 
relevante en cuanto al regimen eoapeteneial aplicable por 
tin sector de ia doctrina, MÜIOZ HACHáÜü, 5.*. up. cxt. 
pág. dVb. y SALAS. J . • Estatuto« de Autonoaia. . . pág. S4 
y ss. El hecho d# que ia articulación de funciones entre 
las diferentes instancias territoriales plantee 
especiales problemas en ia econoaia, por la dificultad de 
utilizar las pautas habituales en otros sectores, está 
especialmente presente en ia argumentación de este ultiao 
autor. Vid. noca 17. La realidad, lo factico aguijonea y 
obliga a dar respuestas en térsanos jurídicos, pero no 
por ello se deben forzar las instituciones. Esta es 
precisaaente ia función de utilizar en sus justos 
terainos las diferente« figuras» evitando que 
consideraciones extrajuridica« abonen respuestas 
jurídicas ^ue luego serán de aplicación para otras caapos 
de ia realidad. Vid. un ejeapio de sentencia dictada en 
base a un razonamiento «apirico. en 5.T.C. 125/19Ö4, de 
'¿0 de dicieabre: "ia competencia contenida puede en modo 
alguna tener carácter . básico, ya que se trata de una 
medida de escasa entidad económica y de alcance suaaaente 
reducido". 
SAMTAMAR1A y TORMOS han tomado en consideración para 
deterainar el alcance de la coapetencia normativa estatal 
las precisiones introducidas en deterainados casos por 
los Estatutos de Autonomía al utilizar la expresión en 
los terainos que la axsaa ley establezca" (Arts, lu y 10 
I.A.C. y 11.2 E.A.Pais Vasco). Vid. TOKMOS, J.: 'La 
función pública de las Comunidades Autónomas 
(condicionantes previos y aaroo normativo de la potestad 
legislativa autonómica) K.V.A.P., 1962, 7, pág. 137.; 
SAMTAHARIA, J.A.: Motas sobre la Sentencia de las 
Diputaciones Provincial«*". R.B.D.A., 1882, 34, pág. 462 
y ss. El Tribunal Constitucional ss ha referido a este 
ultimo supuesto al indicar que posiblemente en este caso 
se quiera sujetar aás estrechaaente la ooapetencia 
autonómica (S.T.C. S de febrero de 18§2>. La relevancia 
de introducir dicho elemento para configurar el alcance 
de la potestad legislativa autonóaxca reside en el papel 
definidor de las coapetencias qus ss atribuye s los 
Istatútos de Autonoaia. ists papal ss olvida a veces, 
cuando ss Insists sn si valor ds la Constitución coao 
paráaetro al cual daba ajustarse si reparto coapetencial 
diseñado por los Estatutos. Ists razonamiento ha 
conducido sn deterainados casos a una intsrprstación 
forçada ds deterainados conceptos, señaladaaente el de 
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Padece que cuando el constituyanle ha distinguido y 

ha utilizado locuciones distintas para configurar un 

tab i tu sá«t*r«in»do de poder, las regias heraeu«éticas 

tradicionales indican que debe realizarse dicha 

diferenciación de trato. 

SALAS ha indicado çue d« acuerdo con una 

interpretación literal y sisteaaiiea del art. 14a C.I. 

dtb# entenderse que cuando se utiliza la expresión 

legislation básica se otorga ai listado una potestad aas 

restringida qu« cuando se eaplea nomas básicas', en la 

••dida en que con la priaera se reaite a la poteatad 

i#gi»iati¥a #n sentido estricto y en cambio con la 

segunda se hace referencia a un plus de noraación» se 

incluye la potestad reglaaentaria, y que con el téramo 

tases" •• incluyen ambos tipos de potestades aas la de 

dictar aedidas de ejecución generales o incluso 

singulares, sieapre que se Imiten a los aspectos 

básicos, es decir principales o esenciales de una 

asteria, actualizados a través de actos administrativos 

de esa aisaa o correlativa naturaleza" *•• . 

Joño este autor señala si se repasa con atención el 

elenco de aaterias a las que corresponden tales o cuales 

potestades del Estado en el art. 14«. 1 C £ . -y 

correlativaaente las de desarrollo de las C C A . A . en sus 

respectivos Estatutos, que podrán ser en contrapartida, 

lógicamente ais aaplias en el priaer supuesto, aás 

limitados en el segundo y nenor aún en el tercero- se 

comprenderá perfectaaente el sentido que tiene para el 

constituyente la aludida terainologia tripartita 

dispuesta en función de la aayor o aenor flexibilidad que 

pretenda otorgarse al Estado en la ordenación racional de 

cada asteria según las exigencias propias de la aisaa imy 

"bases". 

aa^w ^e^^ %nsi ^pwp^ee %p^p asas ap %Fee^vSa> *P ws # * # ^^sP * ^* l *e* ^" * s? ^sagl * ^ ^ ^ • 
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, festertoras«te vcivereao« «obra ia ovo« t tön da i» 

noc««i<tad ia atender a los rogiaono« co«*otjtici«i«s 

especifico« pmrm cada »aterís o «actor da 4« realidad quo 

i-t derivan da ia Constitución y los fcstatuto« da 

áutooaula. 

i« virtualidad de :a interpretación apuntada por 

•»ALA'Ò resido an deltaitar con precision ios pad«ras dai 

Estado en relación a ios distintos títulos 

coapetenciale«. Aunque inicialaente parezca paradójico» 

#n ti plano terainoiogicu que el teraino 'base«', que en 

principio hace referencia a ia idea de fundamento o 

principio, dote a yna instancia torritorisl de poderos 

concreto» y posibilite actos de ejecución, dicha 

interpretación, en el contexto dei art.149.1 CE.» evita 

un resultado aun sas paradójico, en el plano sisteaático, 

puea con las bases" se reconocen unos poderes mas 

aaplioa ai Estado que aquello« otros de los que dispone 

.en virtud dei titulo ' legislación' no adjetivado. 

Junto a esta linea interpretativa el Tribunal 

Constitucional ha introducido otra dirección arguaentai 

que induce quizas a confusión en el aanejo del teraino 

'bases". Con esta rubrica no se define una determinada 

función, la regulación o noraacion de ios principios o 

criterio« esenciales, sino una deteramada parceia de la 

aatoria. So transforaa asi una del nutación coapetenciai 

fundad« on un criterio funcional en una delimitación 

operad« a partir do un criterio aaterial. En este caso, 

el razonamiento es inverso al anterior. Donde la 

Constitución no distingue se pasa a distinguir, pues 

dentro de un deterainado sector o asteria existen 

"aspectos básicos y aspectos secundarios (S.T.C. 1/1882, 

Fas Jas 3a, í»a y 6a.). La consecuencia do esta alteración 

«• any relevante. La calificación do la asteria coao 

óaaica «trao • la coapetencia estatal no sólo los poderos 

noraativoa básico», sino todo« lo« poderes necesarios 

Pi*. 04. 
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para intervenir «oir« lo qua «a considerado Mateo. La 

consideración da una porción 4a «ataría ees» oasxca txena 

la virtualidad d« apoderar au ton« 11 caliente al Estado no 

s-.-iar.er.t* le tas funciona» «aeasaria« para fijar al común 

<í¿»zu.«ir¡ador r,orr.ativo. a m o para agotar su regulación 

aadianta raf lasan tos a,iscutivos • incluso, al «a 

considara nacaaario. sao! i anta actuaciones administrativas 

que en principio se encuadran dentro da laa pateatades 

ejecutivas imm . 

£1 resti i tn Je de este razonamiento del Tribunal 

Constitucional» en el que se entrecruzan diferentea 

lineaa arfasentales, es que las potestades da las 

Coaunidades Autónomas no derivan directamente da sus 

respectivos Estatutos da Autonomía sino da la 

calif icacion nue haga el Eata'do de una üet«trainada 

•«tena al ejercer las funcionas normativas qua tiene 

atribuidas en virtud dal titulo competencia! 

correspondiente. En la compatencia que se deriva del 

*•• Todo aquello que sea preciso para la preservación da 
la normativa de una inaUtUCian considerada como SaÉiiei 
debe ser, entendido asimismo como básico por via de 
consecuencia o da conexión" (Sant. T.C. ¿ío/18tt*J, de 7 de 
abril, FfiL.Jfl. 4a). 
11 voto particular formulado a dicha sentencia considera 
qua aolamanta an tras supuestos excapoionalaa .y por 
tanto liaitadoB cabe admitir que la competencia sobra 
las basas o sobra legislación básica incluye también la 
competencia da siapla ejecución . Asi uno de los 
aupueatoa qua habilitan dicha competencia se da cuando la 
ejecución coaporta por necesidad intrinsaca da la »ataxia 
bámtom an cuestión, márgenes tan amplios da 
d igeroc ionalidad- . , «1 régiaen coapatancial se articula 
en base al carácter da la materia y no da acuerdo con las 
funcionas atribuidas. In la argumentación dal voto 
particular, qua hamos aeacionado, se introducá un nuevo 
elemento, al carteter oon al qua al ordenamiento atribuyo 
la potestad a la Ads nistración. 
Un cierto confuaioniaao entra astsria bisios y funcionas 
astatalas derivadas del titulo coapetencial 'basas' an 
S.T.C. 94/1985« de 23 úm Julio, fg..Ja.So.. >. Vid. también 
S.T.C. 77/1865. da 27 de Junio, aepectoa básicos da una 
materia" (FaJül6a) y cueationea de carácter básico qua 
han da aar regulados da una manara unitaria* (Fa.Jfl.18a); 
S.T.C. 33/1884, is 9 is marzo, "aataria básica' 
< fe. Ja. 2a). 



Itt'f 

titulo "bases" »o ax ist* fi un» sona intermedia» un 

"halo" qua puede aar ocupado por la regulación da yna y 

ot?a Instancia territorial, sino que dicha competencia se 

trinst'oraa «n lo i«i« aa tía danoainad© a« otros sistsaas 

da «stado coapuesto un podar declarativo *••. 11 Estado 

ne tiana dsliaitad* constitucionaiaente is coapetencia, 

sino que «l ic-xto constitucional remite a una decision 

ulterior dai Matado qua concretara ai alcance da sus 

propias stribuciones al concretar ai ínteres general*»0. 

El tercer orden da consideraciones gira an torno a 

ia naturaleza del contenido da ia función, se trata da 

deteramar al carácter de la relación que aadia entra isa 

basas normativas y el desarrollo de las msnas. Estas 

puaden s«r un nero Hatte negativo y peraitir por lo 

tanto un desarrollo libre en el que se pisasen las 

diferentes opciones políticas (S.T.C. '¿ü da julio de 

ltfdl). Las bases constituyen sei un liaita externo, un 

•arco. U por el contrario, las bases normativas con turnan 

los criterio« unitarios, son «1 instrumento de 

formulación da las políticas y en consecuencia incluyan 

no soiaaanta los principios sino tsabién las directrices 

*•• La existencia da una "zona gris en ls precisión da la 
coapartición competenciai , siguiendo con la expresiva 
figura utilizada por TORNOS, ha s-ao puesta de relieve 
por algún sactor doctrinal, cf. HUPOZ HACHADO, op. clfc., 
vol. I, pág. 348; SALAS utiliza la distinción (acuñada en 
torno a los conceptos jurídicos indeterminados) entre 
néolao esencial, halo y zona exterior da las basas, psra 
axpliear la relación entra basas y desarrollo. Vid, 
"Estatutos da Autonomía,... , pág. ?i. La expresión 
«anctonada da TOWtOS, J. en Slcfesia. • pig- 14S. 
MUIOZ HACHADO utiliza asts cstagoria del poder 
declarativo para exponer la articulación da coapetencias 
en asteria da obráis públicas, op. cit. vol i, pág. 541. 
Precisamente an esta sector la Constitución apela 
directamente al Interés general ooao criterio 
deliaitador. 

190 ALBERT1 en el trabajo aaneionado ("Layas medida. . ) , 
Indica que los rasultadoa da la jurisprudencia 
constitucional es similar al producido por la 
jurisprudencia italiana sobra al Interés general, asu 
fiM-.pig.i4S; ígualaente BAYOHA. up. cit., pig. 62. 

http://fiM-.pig.i4S
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*•* . £1 Tribunal Constitucional ha optado por «ata 

ultiaa configuración dal contanido da laa basa« y asi, 

éstas incluyan aedidas, decisiones y actuaciones 

coyunturaies l8a. Esta linea interpretativa es coharanta 

con la posibilidad de ínstruaentar las basas a través dt 

actos e.iacutivoa. 

In definitiva, y resumiendo, ya que no constituye el 

ob.ieto de nuestro trabajo el análisis de ia articulación 

¿•apetencia! basada en la técnica de ia legislación 

*•* Si atendemos a las «aterías objeto de conflicto y que 
han motivado el pronuncianiento del Tribunal 
Constitucional en esta dirección, venos que todas tianan 
contenido econoaico, Cr'. S.T.C. 1/1882 (Cajas de Ahorro); 
S.T.C, 7 1/1882 (Estatuto del Consuaidor); S.T.C. 32/1813, 
87/1885 y fJl/18bí> (circulación da productos 
ai mentarlos;. 118/1804 (obligacionea Petronor; "una 
política crediticia coaun que habrá de forauiar el Estado 
•ediante di crias bases"); ¿4/1985 (ampliación 
instalaciones retronar). Esta concepción esta claramente 
formulada por (JARCIA DE EMTEftKiA para «iuien ' ia norsacion 
basic« ha de integrar tres eieaentus distintos 
articulados entre si a modo de tres sucesivos círculos 
concéntricos, de menor a mayor; l , el circulo interior 
serta «1 núcleo aaterial de intaras general, respecto 
del cual ia competencia de regulación sera íntegra del 
Estado, l » el siguiente circulo podria ilaaarse de 
flncyadftaitnlQ y su runcion seria articular con el 
circulo priasro la competencia normativa propia de las 
Coaunidades Autónoaas... Lo propio del circulo de 
encuadras ien to es da? linas r el espacio propio de ia 
noraación autonómica pero taabien articular esa noraacion 
an la ••fcratagia glabal que la legislación básica 
íaplica... no solo se delineará el limite negativo de la 
coapetencia estatal, desentendiéndose del resto 
seguidasente, sino que se formularan principios 
materiales... principios a los que la coapetencia 
autonómica deberá servir para que la articulación de sur 
romas con mi sistema de interesas generales propios de.' 
Estado y con 1J que »i Tribunal Constitucional víaos qu' 
calificad de "sistesa general" propio da la legislación 
básica <la política económica, la polities sanitaria...) 
pueda ser afectivo; isa políticas propiss da cada 
Comunidad Autónoaa no solo no puedan destruir sino que 
daban servir la -politics global" *• *• »•«»>«•**»• 
•»••vi« au* mX Batarfo, ret titulo oon«tltuoion«l. 
— e — a « m i t *n • « • l u · l v · . §mmmm%mm»m Lm e l e « • • !•>»** 
M f ° •*•* •**••*#*•••**•. gmiajtf» Pirietig AdsiruatraU.a, 
Madrid, 1883, V o l . I , paga 29ö s 901 . 

* • » Sant. T.C. 1/1882, fftJftSa f Sant, T.C. 24/1885, 
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coapartida « instrumentada eon el binomio legislación 

bàsica d« I Sat ado - i#y da dniiarroiio d« laa Comunidades 

Autónomas, no» limitaremos m fijar nu«str» posición» ai 

hilo 4^ I* «as r«ci«nte jurisprudencia, »otra «i Lema da 

ia instrumentación nurmativa y ai cuntan ido satería! de 

¿ÜS wlSii» 

t'eade sus priaaros pronunciamientos e* ¡ribunai 

Constitucional sento los pilares en torno a los cuales 

deb« construirse la categoría de las t*as#s: concepción 

asteria! «Je las fcjas©s y consideración de ia Ley coao el 

instrumento normativo adecuado *•*. Faro a lo largo da 

»•a Sent. T.C. de ¿tí de julio de la« i (üiputaciones 
catalanas),: 'Corresponde ai Estado la fijación da 
principi..as o criterios básico« «n materia (da 
organización y competencia» de general aplicación en todo 
el astado. La fijación de estas condiciones básicas no 
puede implicar en ningún caso el establecimiento de un 
regimen uniforme (para todas las entidades locales) en 
todo #i Estado, sino qua daba. fip.rs.iUr .ogcioneg aiversas 
ya que ia potestad normativa de las Comunidades Autónomas 
QJL_J8JI en estos supuestos Ue etnetgr flgliMentaria- - -
Ciertamente no seri siempre fácil la determinación de que 
es lo que haya de entenderse por regulación de las 
condiciones básicas y parece imposible una definición 
precisa y apriorística de este concepto. Las Cortes 
deberán establecer qu« «a lo qu« haya de entenderse por 
básico... La noción de bases o de normas básicas ha de 
sar entendida coao noción material y en consecuencia 
estos principios o criterios básicos, estén o no 
formulados coao tales, son los que racionalmente se 
deducen da la legislación vigente* (Fas Jas 5a y 6a). 
Dicho criterio se reiteraría posteriormente en la S.T.C. 
da 28 da anaro da 1982: "Dado el carácter fundamental y 
general da las normas básicas, el instrumento para 
establecerlas con posterioridad a la Constitución es la 
Ley. Sin embargo, puede habar algunos supuestos en loa 
que el Gobierno podrá hacer uso de su potestad 
reglamentaria para regular por Real Decreto, y de modo 
complementario alguno da loa aspectos básicos de una 
mataria determinada. Uno da tales supuaatos -el único qua 
ataña al caso qua noa ocupa- sa da cuando en la 
l#I if ilC ion ettCQilll i tile iunal (sea an leyes o en normas 
de rango inferior) sa regulan laa baaes da una mataria 
qua por razor da au contenido no son incompatibles con la 
Constitución, y qua* sin eabargo, conviene complementar o 
adecuar a situaciones nuevas derivadas dai ordenamiento 
constitucional, como» por ejeaplo, la estructura 
territorial dal Estado. En tal aupueato, y «ntr§ tanta 
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lo» distinto« pronunciamiento« s« iré privilegiando, 

progresivamente, y seguramente por el significado da las 

materias .oblato «Je confítete» ia relevancia del factor 

contenido, an detriment© del aspecto formal, Primará ia 

noción aaterial. 

En esta construcción jurisprudencial el contenido 

material de lo básico no opera ooao un i imite del 

contenido de la función estatal. Las bases no se 

entienden COBO principios, criterios o regias nucleares 

Je ia normaoian de una determinada Bateria, cono al 

mínimo común denominador normativo que posibilita ai 

libre desarrollo de ias diferentes opciones autonómica«, 

sino que en determinados supuesto« el detalle da las 

bases incluy* incluso, aunque de forma excepcional, 

potestades de ejecución, Por tanto parece difícilmente 

imaginable un espacio libre para el ejercicio de las 

coapetencias autonòaicaa. 

La tendencia descrita parece cambiar en las dos 

regujau.iQn completa e innovadora de las bases de ia 
•atería en cuestión, al liofaierno podra hacer—uso do un 
Meal Decreto para cumplir la finalidad antedicha, 
partiendo da la legislación preconstitucional. Lo que la 
Constitución persigue al conferir a los órganos generales 
del Estado la competencia exclusiva para establecer las 
basas da la ordenación de una materia determinada es que 
talas basas tangán una regulación normativa uniforme y da 
vigencia an toda ia Nación, con lo cual se asegura, en 
aras da intsresas generalas superiores a loa de cada 
Comunidad Autónoma, un común denominador normativo, a 
partir dal cual cada Comunidad, en defensa del propio 
interés general, podrá establecer las peculiaridades que 
le convengan dentro del marco da competencias que la 
Constitución y su Estatuto le hayan atribuido sobra 
amalla misma materia. Dado su carácter general y 
fundamental respecto al resto da la ordenación de la 
materia, las basas de la misma daban tenar estabilidad 
pues con ellas te atiende a aspectos mis estructurales 
que coyunturalea... Es necesario tañar an euenta que al 
establecimiento por al Eatado da las basas da la 
ordenación no pueda llegar a tsl grado da desarrollo que 
¿«Ja vacia da contenido la correlative competencia da la 
Comunidad**. Aunque asta criterio no sari posteriorment a 
utilizado en la reaoiución dal conflicto (ratio 
decidendi), preciaamante por tratarae da cuestiones 
económica« y no organirttivaa. 
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••fitenoias que resuelven los r«c«r»o» cruzados' contra 

ts Lmj da órganos rectores d# las Caja» da ahorro y las 

laya» da Cía H e i a v Catalunya sobre Caja» da ahorro. In 

«ist« sentencias el Tribunal paraca interesado en fijar 

con ciaridad su posición en relación il concur'**"» de bases 

y por alio recuerda cual «s la función deí concepto 

material de bases. Este supone que no basta con que el 

legislador califique de básica una ordenativo de una 

»atería sino que es necesario qua la realidad de las 

normas tenga este carácter ***• . 

A*»* Seguramente en este tratamiento diferenciado da las 
bases según se refieran a cuestiones organizativas o 
sustantivas late la concepción de la autonoaía cono podar 
de auto-organización, poder de auto-orgauízacion que al 
ir referido a una institución de naturaleza estatal no 
alcanza solaaente a la d i s p o n c i o n sobre las órganos a 
instituciones propias sino taatoien a la organización de 
ios interesen de la Coaunidad, Sobre la relación entre 
•utononia y poder de auto-organizacion vid. MUH02 
MACHADO, S.. 'La interpretación de la Constitución, la 
armonización , legislativa y otra« cuestiones K ia sentencia 
del Tribunal Constitucional da 5 de agosto de lidd: 
asunto LUAPA), R.E.D.C. . IWá, tí, ahora recogido en Cinco 
sjLtufiLiiUL-.jypüíA-Ai podar y ia ticriicá. desitgis ¿ir. Madrid, 
!bou, pag. 14i¿-lb2. especialmente notas 15 a la, 
Seguraaente el hecho de qua el conflicto residiese en 
cuestiones organizativas de las mencionadas entidades de 
crédito y no incidiese en "las cuestionas relativas a su 
función y actividad en el sano del sistesa financiero 
explican al contenido del fallo y los razonaaientos qua 
lo sostienen. Sent. T.c. de 22 de marzo de 1988: "la 
distinción entre el aspecto organizativo y el crediticio 
da las Cajas de Ahorro pueda resultar relavante a la hora 
ds deterainar el alcance da las bases estatales en 
nataria ds (Cajas da Ahorro).,, Es cierto que las bases 
están fundamentalmente referidas a la actividad 
crediticia pero afecta taabién a la estructura y 
organización de las Cajas da Ahorro en cuanto fijan los 
elementos configuradores de las aisaas (frente a los 
demás intermediarios financiaros). Bl aarco estatal no 
puede concretarse da tal modo que de hecho conduzca a la 
uniforaidad organizativa... No pueden considerarse 
incluidas en el aarco estatal básico aquellas noraas que 
no resulten justificadas por si objetivo de garantizar 
ios principios básicos que informan el aodeio 
organizativo diseñado por si legislador estatal". Henos 
transcrito (y subrayado) loa considerandos ds la 
sentencia que sueatran «1 contenido y ios limites 
asterialas de iss basas. Cf. S.T.C, 49/1968 de 22 de 
marzo. 11 Tribunal en las dos sentenciaa asncionados 
recordará loa criterios sentados an la S.T.C. sobra 
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"La calificación cono basic» de una nora« por 
•1 legisledor no supone por si aisaa que esta 
norma tenga tai carácter. Caso de ser 
lapugnada,, corresponde a éste Tribunal, COBO 
interprete supremo 4m i« Constitución if evitar 
is calificación hecha por el legislador y 
decidir en últia* instancia si una noria •• o 
no básica" *•*. 

Posteriormente insiste en fijar el contenido y lo« 

unites de las bes«« estatales, indicando que 

en alguno« casos las bases pueden comprender 
regula-iones detalladas de aspectos concretos 
de una satería e incluso pueden incluir la 
potestad de realizar actos de ejecución. Pero 
conviene insistir en que estos casos son 
MiiIBB.fi,IflflB, X«g y ItfilOi flUCtlCfl ULUaifaXfäS CUsIiflO 
»on ramjaénte imprescindibles para el ejercicio 
efectivo de las competencias estatales. La 
inclusión en iayjís cuyo objeto es establecer 

•aUBMSMBBiSariSS^ * * 

por referirse a actos de ejecución no tienen 
ese carácter, aunque el legislador las 
califique de tales, no es solo una deficiencia 
de técnica legislativa sino que perturba 
c jig ir aas n 19 - àÈk ciariuafl UBI uruonaatentó 
jurídico". 

Pero para la correcta inteligencia de las bases 

quisas era necesario insistir en el elesento formal, de 

acuerdo con los criterios usuales de tipificación de las 

fuentes normativas; elesento aaterial «as elemento 

formal. late es el paso que realiza el Tribunal 

Constitucional en las Sentencias »8/1986 y 80/1808 *•». 

ikastoias. 

*•» Sent. T.C. 48 y 4Í/1S8S de 22 de marzo, faJft3Q. 

*•• Una referencia a la revisión de la jurisprudencia 
constitucional relativa a la noción aaterial de bases, en 
CASAS BAAMONDE. Hg I.;"Dos aentenciaa constitucionales 
sobra competencias de Coaunidades Autónomas'. ||.%..D.T... 
1989, 37« pág. 113 f «a. algunos sectores doctrinales 
hablan insistido en la necesidsd de cambiar la concepción 
de la coapetencia estatal aobre laa baaes y orientarse 
hacia una concepción función y foraal. Vid, TORHOS, J., 
AMAt E.; rONT, • •# PERULLES, J.n.; ALBERTI, M.$ iffyoy 
lüfaiH. |gg Autonoaiaa. tarealona* 1987, piga. 45 t as. In 
otra edición posterior «le «até trabajo ae recoge el 
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SI Tribunal Constitucional después úm recordar que 

#i concept© Mtarial d« ñoras básica tiene COBO finalidad 

'procurar qua» ii definición de lo básico no 
quede a libre disposición del Matado" 

indica qua es necesario 

'velar porque el ciarra del sisteaa no a« 
aantenga #n la aabigiedad peraanunte que 
supondría reconocer al Estado cualquier 
facultad para oponer sorpresivaaente a las 
Coaunidades COBO noraa básica cualquier clase 
de precepto legal o regiaaentano, ai margen da 
su r»ngü y «structure ... y a esta finalidad 
atiende «1 principio da lay foraal. an razón da 
que sala a traves de esta instruaento nornativo 
s# alcanzara, con las garantías inherentes al 
procedimiento legislativo, una deterainación 
cierta y «atable de lo« áabitos respectivos de 
ordenación de las asterias... coao escapeiòn a 
úA^hOL BsiaQWLQ ú» íw forial se gjjait« que «i 
<lobierno pueda hacer uso, de su pattitid 
r Ü iatWI tin a para regular por Decreto alguno 
de ios aspectos básicos de la satería cuando 
resulten por la naturaleza de ésta caaplaaanto 
necesario para garantizar el fin a que responde 
la competencia estatal sobre iss oases ' 
(FaJttSe.)*»*'. 

fcn ai opinión, la virtualidad de esta jurisprudencia 

c&abio da actitud del T.C., Cf. el epilogo del Inf o rata 
isbxi laa autúnuaiaa Hadrid, IMÖÖ. tn esta ultiaa 
adición ae reproducen las intervenciones del debate 
celebrado an Girona en dicieabre de 1987. 

i»? Esta excepción establecida principalaente para 
adecuar la legislación preconstitucional a situaciones 
nuevas derivadas del orden constitucional debe entenderse 
iiaitada al sentido que corresponde a su naturaleza de 
diapansa «-«casiatonal de suficiencia de rango normativa 
Desde diferentes sectores doctrinales se habla insistido 
en la necesidad de dotar de contenidos foréales la figura 
de las bases, destacándose COBO la reserva de ley parece 
congruente con el contenido que se predica de dicha 
categoría normativa, regulación de principios, relativa 
abstracción, genaralidad y peraanencia son notas 
inherentes ai concepto actual da ley. Cf. AJA, 
E.: Horaalidad y excepcionalidad en las layes de relación 
Estado-Coaunidades Autónoaas , a.V.A.P. . 1863, S.págs 187 
y as. 
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••ti tu Is conexión que* establscs entre li función da la» 

bases ««tataia« y SM conta'tido y foraa***. Las basas 

sirven para "garantizar an tod© #1 Kstsdo un ooaiin 

denca'.na-i'-r normativo dirigido • »segurar d« sanara 

unitari y en condicionas d* igualdad, los intereses 

gener»i*s a partir ti» i cual pueda cada Coaunidad 

Autunosa, en defensa 4« sus propios intereses, introducir 

ins peculiaridades que estime convenientes y oportunas 

1WM 

ai Estado real iza ia operación normativa de 

concreción de lo básico, configurando por remisión el 

espacio autonómico. Pero esta definicien no pueda dejar 

sin contenido la -competencia autonósica sobre ia función 

i-íif:ativa La naturaleza de la operación requiere la 

ímm La idea de función constitucional como criterio 
explicativo de las relaciones entre ios diverso» tipos de 
ley -sita tonada de öÜMEZ FEBR1K, K.: "Relacionas entre 
leyes '-¿apetencia, jerarquía y función constitucional' . 
1LJLJL.. ii*87. 113. págs. 7 y ss En relación a este tena 
constituye una referencia obligada el trabajo de 
cmsAFULLi, V,: "Gerarchia e coape tanza riel sisteaa 
costítuzíonali dell« fonti", ft. Tr ia. P.P., W6ü, pigs. 
T/ò y ss, 

*«•• Esta función de precisar cuales son las reglas 
coBunes an una deterainada satería expresa al aisao 
tieapo cual as el contenido aaterial de las bases, los 
liaites de ia potestad estatal. Y esta función de 
regulación de los principios, de determinación del 
sisteaa o aodelo general para todo el territorio, 
solaeente puedb ser desarrollado en el Estado social y 
democrático de Derecho por la ley. Esta es la función de 
la ley, realizar el "indirizzo politico, trazar las 
grandes lineas o pautas cuya ejecución adoptarà y 
realizará el Ejecutivo. Pero el legislador estatal no es 
libra COBO en relación al Ejecutivo, sino que tiene que 
respetar al Unite que se deriva de la previsión 
constitucional y estatutaria da otra instancia de 
carácter legislativo, los Par lamentoa autonoaicos. COBO 
ha indicado da forma reitarada al T.C. ia potestad 
normativa da desarrollo atribuida s las Coaunidadas 
Autónoaas no es da la aisaa naturalesa que la potestad 
reglaaentaria da desarrolle da una lay. El carioter 
especifico da dicha relación internoraativa as puesto de 
reliava por LOPEZ MOUTH• •.: "ioetrina dal Tribunal 
Constitucional sobra las leyes básicas , H.E.A.L.A.. 
1887, 233, 
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intervención d«i Farlaaento »*». Kesarva da lay acorde 

eon loa principios tía sajfuridad jurídica y cartaca qua 

informan al ordenamiento »*»*, 

i'Mà .AKTICULAK LAS Cüttrm«Cl,nS ttWUHOHlCaS 

COBO tóAüliuLS habt» »puntado en BU comentario a ia 

primara sentencia Jal Tribunal Constitucional an mataria 

econumica. metodológicamente es necesario atandar muy 

«et icuiosaaent« a ios supuestos da hacho que informan las 

(remisas montan idas an la» declaraciones 

.jurisprudenciales, a fin de evitar precipitadas 

conclusiones en «i orden interpretativo que pudieran 

extrapolarse con fines nas ideológicos que propiamente 

.jurídicos a ö* . 

Desde esta perspectiva quizas cabria destacar que ia 

aparentemente contradictoria evoiucion de ia 

jurisprudencia constitucional en torno al concepto de 

bases" tiene su aplicación en la dificultad de acotar 

»<» La Sant, T.C. 13/U«» reitera la concepción formal de 
las basas. Asi mismo recuerda que "una aplicación 
extensiva y ais aún excesiva de lo básico conlleva una 
ruptura dai equilibrio coapetencial que la Constitución 
ha querido establecer (faJfi3&J. 

* O A FaJaSa de la Sent. T.C. tt«/lt»8» de 19 abril y la 
S.T.C. 80/1868. de 28 da abril. 
»*»» BASSOLS, n "Las competencias legislativas de las 
Comunidades Autónomas an mataría económica y el derecho a 
ia libertad da empresa. (Comentario a ia sentencia del 
Tribunal Constitucional da 18 da noviembre de 19fll)*'. 
M.E.D.C.. 1982, 5» pig. ISO. Desda una perspectiva ais 
general hay que destacar la polèmica suscitada en torno a 
la naturalesa y afectos da las sentencias 
constitucionales y an concreto sobra al valor da la 
motivación o razones da la misas. Vid.» especialmente, 
DOCANEGRA. R. : ali . **iAffiT wM iMM Mffftf'*̂ 1 *̂-** «ai Tribunal 
Cam U tu Clon al, Madrid, 1882, pig. 81 a 65, y una 
posición doctrinal diferente an ALONSO GARCÍA, 1.: kM 
intorprgLición, ds , la.. Canititacian. Madrid» 1884» vid. 
nota lf, pag 8 y pa#. 11 y ss 
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toda la art le« la«-* ion de la* cottpatanclas «n «atería 

•cotióaica en torno »i bitioaúo basaa-daaarroilo. Hieb© 

esquena de reparto funcional da ios poderes entre 

instancias territoriale« despliega *u eficacia en iabitos 

•aten» le« en lo» que el ajare icio separad© de las 

competència» no dificulta i« acción de las instancias 

territorial«« ya que las area« asignadas • cada nivel 

son precisa y claraaente delimitada«. Seguramente «1 

aencionado aodelo de reparta coapetencial funciona en 

sectores cuyo suatratc aatenal no mm «utabie, donde la 

realidad no se transforma a la velocidad con que se 

producen los cambios en ia economia y que obligan por lo 

tanto a ios poderes públicos a intervenir de foraa 

rápida. Mapidei que as presupuesto de eficacia de la 

intervención, 

Segurasente a ia» insuficiencia« de dicho modelo de 

reparto de atribuciones corresponde ei intento de 

construir un titulo autónomo, ai »argen de ias 

previsiones del art. 148.1 C E . , coao ha argumentado ei 

T.C. #n Sent. 1/1882. 

'En ia constitución espartóla de 18/8, a 
diferencia de io que solía ocurrir con ias 
Constituciones liberales del siglo XIX, y de 
foraa semejante a io que sucede en nas 
redantes Constituciones europeas, existen 
varias normas destinadas a proporcionar el 
aareo jurídico fundaaental para ia estructura y 
funcionasiento de la actividad econóaica; el 
conjunto de todas ellas coapone lo que ¡suele 
denominarse la constitución econoaica o 
constitución económica formal Ese narco 
implica la existencia de unos principos básicos 
del orden econéaico que han de aplicarse, con 
carácter unitario, unicidad que está 
reiteradamente exigida por la Constitución, 
cuyo preámbulo garantiza la existencia de "un 
orden econéaioo y soeial justo . y cuyo 
articulo 2 establece un principo de unidad que 
sa proyecta an la esfera econóaica por aadio da 
diversos preceptos constitucionales, talaa coao 
al 128, entendido an su totalidad: al 131,1, al 
138,2 y ai 138,2, antra otros. Por otra parta, 
la Conatitución fija una saris da objetivos da 
carácter econóaico cuya consecución exige la 
adopción da aadidaa da política econóaica 
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aplicsbles. con carácter general» a tod© al 
territorio nacional (artículos 40.1, 130.1» 
131.1, 138.1). lata exigencia da que al orden 
económico nacional ses uno en todo al asalto 
da i litado «a «as imperto«« an aquellos coso ai 
nuastro. qua tianan «na estructura interna no 
uniíora«, sino plural o compuesta desde el 
punto úm vista da su organ «ación territorial 
(Titulo VIH CE). i» unicidad da i orden 
•conoaiec» nacional es un presupuesto necesario 
pira que ti reparto de competencies antra «i 
Estado y la« distintas Comunidades Autónomas «» 
materias economical no conduzca a resultados 
disfuncionales y desintegradores"* (FoJala). 

Como puso da rallava BASSOLS la «ayer dificultad que 

presentaba dicha sentencia ara partir da la unicidad del 

orden econonit© COBO un presupuesto «prioristico en un 

sistema politico en el que se reconoce li autonomia 

territorial y en consecuencia el pluralismo político-

territorial que debe tener su adecuado reflejo en ai 

orden económico*03*. 

La organización territorial del poder del Estado se 

fundamenta en los principios de unidad y autonomia, 

fnneipios inescindibles y que constituyen la doble 

faceta del principio estructural que preside la division 

vertical del poder estatal disertada por la 

Constitución*®*. 11 principio tutonómico como fundamento 

del orden constitucional obliga a interpretar los 

sos "Comunidades autónomas y ordenación del crédito: la 
euestién sobre la regionalisación de las inversiones de 
las Cajas de Ahorro. (Comentario a la sentencia del 
Tribunal Constitucional de 28 de enero de 1982)" 
M.i.D.C Ü83, 8» pág. 115. 

*°* Sobre la naturaleza del estado autonómico, vid. la 
interesante suposición de ALSllTI, I. en el üiaLoaa •• 
M mt.. pig. 80 y ss. Por principio autonómico se 
entenderla la pareja de principios consagrados mediante 
usos 1Inga 1stieoa muy retóricos en el art. 2. C.l. 
"Unidad y autonomia son dos elementos indlsoelabias, 
formando las dos otras de la sisas moneda**. HUIOZ 
MACHADO, S. on- mis... pág. 167. indica que "el art. 2 
podrá ser por ello el fundamento primero y básico de los 
poderes autonómicos y de sus limites y de los poderes 
generales del Estado y sua restricciones**. 
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preceptos const i tue u n * i»*s sobre distribución de 

aoitpetenoiss desde esta Uubls vertiente, na er posible 

primar on element« an detrimento del otro, li art. E C E , 

.:*mstit if9 el parámetro p*ra 1« actuación de ios poderes 

públicos ya que Junio a las re*las mencionadas formula si 

principio qua preside la« relación«« entra la« diversa» 

instancias estatals» del sistema autonómico» el principio 

-le sol idaridad*0*. Dicho principio tiene una doble 

tune ion. COBO limite negativo al ejercicio de las 

i-ompetencias en general y COBO obligación positiva de lo» 

poderes públicos que han de orientar sus actuaciones» 

especialmente en matern económica, a la consecución de 

ciertas objetivos constitucionales (art, 1̂ 1 y ido C E , ) . 

La Constitución establece un marco jurídico general 

a traves de la formulación de un conjunto de valores y 

principios que garantizan un único espacio constitucional 

y económico: régimen jurídico constitucional de los 

derechos y libertades, principio de igualdad en las 

i.ondio iones básicas para su ejercicio en todo el 

territorio nacional Cart, 139.1 C E . ) , el conjunto de 

regias que constituyen la denominada Constitución 

económica y prohibición de adoptar medidas *iue directa o 

indirectamente obstaculicen ia libertad de circulación y 

establecimiento de las personas y la libre circulación 

(art, 13S.2 C E . ) . Estos principios de integración 

constitucional y las técnicas de integración competenciai 

destinadas a crear y a asegurar un orden competencial 

completo forman el cuadro de referencia en el cusí debe 

insertarse el modelo de funcionamiento de las 

competencias económicas de las diferentes instancias 

territoriales. No puede deducirse de la existencia de un 

sarco jurídico único y general, y de un ámbito espacial 

de vigencia de los principios constitucionales, la 

•»• La solidaridad come tercer gran principio de 
articulación de la organización territorial del Estado en 
ALONSO DI ANTONIO, JA.: il QgtadQ UltfltlellCB ¥—ti 
pg lüfi-ip li „ de at> 1 idmx i riari P.PJBQ co labor ac ion log ia lat I Y I . 
Hadrid, 1866, pág 376. 
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unicidad de la política »~unómica. *n el sentido de una 

política uniforme y rX'-iuaiva para todo el Estado5*0". La 

posibilidad de instrumentar una política económica 

un u «ir ia y general debe formularse partiendo de la 

«J i Ó t.r ÍU*JW i «.«ti ttjr i iwrui del poder estatal diseñada en la 

Const i tue ion. distribución *ÍU« precisamente reserva »i 

Estado determinadas competencias en orden a la 

formulación y dirección d« la f«?litica econòmica nacional 

r'arece pur lo tanto difícilmente «nctjable en el 

SÍ is teas autonómico ia utilización del concepto de 

unicidad del orden económico" para preconstituir un 

titulu •. uapetenviai de carácter general u horizontal a 

favor del Estado*0*. La operatividad real de dicha 

fórmula ridiea en su carácter de principio general» cuyo 

fundamento se encuentra en ia propia existencia de un 

Estado compuesto y tiene coa© finalidad evitar 

"resultados disfuncionaies y desintegradores" pues como 

#1 propio Tribunal Constitucional ha «enalado ia unidad 

no significa conformidad. La compatibilidad entre ia 

unidad económica de ia nación y la diversidad jurídica 

**»* Para una crltiia a una concepción unilateral de ios 
intereses generales, vid. BARBERA, A.: Region! a 
ln.li.ggtgí , .BlilOflllJt» Hilan, 1W73, pig. 107 y ss. Este 
autor destaca la necesidad de formular el interés general 
a través de la coaposición de los intereses, plurales 
expresaaente recogidos en la Constitución al distribuir 
territorialmente el poder politico. 

»of er. TORMOS, J.; "El proceso de distribución de las 
competencias eoonóaicas y la necesaria unidad de la 
política econòmica", R.E.D.A.. IÍ81» 2«.; TRULLIM, J.: 
Algunes reflexions sobre 1 ambit de la política 
econòmica i el nou marc institucional. Cap a una visió 
unitaria i cooperativa de la política económica , Anals, 
Barcelona, 1883, pag. 149 y ss. 

aoa vid. Una referencia a la construcción del principio 
de unicidad del orden económico nacional como principio 
extracto creado a partir de varios preceptos 
constitucionales en ALUNSO ÜAHClA, I. «y. oit.. pag. 198 
y a la función constitucional de loa mencionados 
principios i« integración en ALBERT!, I.: £JL 
3j8tCBftiiit op. oit. pag* ** a yi. 

http://ln.li.ggtg


nu 

que der iva de ta aut^noala ha de buscarse en un 
e q u i l i b r i o que a l senos a d m t e la p lu ra l idad y d ivers idad 
«Je in tervenciones de lus t'oderes fub l i eos en el i s b i t o 
•?--..=r. .•**«.•:> t s t e es f i c r i t e r i o qum prcaid« la 

a r t i c a . 4 i-n .Je res t -onsat i i ¿dade« públ icas #n la 
y . n j i i i a 

- • * ^ 
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